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PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

Pereira, Octubre trece de dos mil nueve. 

Acta número 0119 de octubre 13 de 2009. 

TEMAS: Ni la declaración de confeso por la inasistencia a la audiencia obligatoria de conciliación, ni la que impone o deje de imponer sanciones, son de mero sustanciación o trámite, para despojarlas de los recursos. La causa que origina la sanción no se puede desligar de su consecuencia jurídica, ambas van entrelazadas indisolublemente, al extremo que de darse la oportunidad a los incumplidos de justificar con éxito su conducta omisiva, las consecuencias no se producirán. El art. 77 del C.P.L.S.S., no excluye la posibilidad de que la justificación por la no asistencia a la audiencia se pueda aducir con posterioridad, por haber acaecido de manera coetánea o sobreviniente a la conciliación. Si la solicitud se realiza antes el juez señalará nueva fecha, y si la excusa se realiza posteriormente, sólo producirá el efecto de no imponer sanciones, pero no el de que se repita la audiencia. Por la integración normativa del art. 145 ib., se aplica el parágrafo del artículo 103 de la Ley 446 de 1998, tanto para el plazo de 5 días para justificar la inasistencia como para la apelación de la sanción o no.
Procede la SALA a desatar el recurso de QUEJA propuesto por el mandatario judicial de la representante de la empresa INDUSTRIAS JOMAR S.A., contra el auto adiado el veintiséis (26) de Junio último por el cual negó la concesión del recurso de apelación contra el auto del diez (10) del mismo mes, por el cual se desestimó la excusa acerca de su inasistencia a la audiencia de que trata el artículo 77 del C.P.L.S.S., en el proceso ordinario que contra la referida empresa promoviera la señora MARGARITA GRANADA VALENCIA. 
ANTECEDENTES
1- Rezan las copias que para efectos del recurso de QUEJA subieron a esta superioridad, que a la audiencia de que trata el artículo 77 del C.P.L y S.S., a la cual fueron convocados las partes y sus apoderados judiciales, la juez del conocimiento dejó al inicio la siguiente constancia: 

“(…) Esperando un tiempo prudencial no se hacen presentes el Representante Legal de la entidad demandada ni su apoderado judicial (…)” -fl. 5-.
2- El día cuatro (4) siguiente al de la realización del acto -1º de Junio de 2009-, el mandatario judicial de la representante de la entidad accionada, presentó excusa por la inasistencia a la anotada audiencia de conciliación, decisión de excepciones previas, saneamiento y fijación del litigio, aduciendo que él padeció quebrantos de salud y que su cliente había sufrido intoxicación alimenticia siendo atendida en el servicio de urgencias de la Clínica Confamiliar de la Cuidad de Pereira. 

En ambos casos, anexó lo que para el peticionario consideraba que satisfacía la demostración de lo afirmado. 
3- Con providencia del 10 de Junio último, estimó la juez del conocimiento, que a tal solicitud: 

“(…) no se le podrá dar ningún trámite (…) en virtud a que de conformidad con el artículo 77 del C.P.L y la S.S., cualquier excusa de inasistencia a la primera audiencia de trámite deberá presentarse antes de la realización de la mencionada audiencia, presentando prueba si quiera sumaria que justifique su no comparecencia (…)”.
Contra la categórica determinación de la a-quo, la parte afectada enfiló en su contra el recurso de apelación, fundada entre otras cosas en que: 
“(…) Una cosa es la condición que se le exige a la parte para que se aplace la audiencia y otra la ausencia injustificada de cualquiera de los apoderados a dicha audiencia, pues el aplazamiento de la audiencia solamente se da por justificación de ausencia de la parte, pues esta se puede realizar con o sin apoderado y los efectos de la no justificación en el plazo previsto en el inciso 2 del Art. 26 del decreto 2511 de 1998 (…)”. 
4- A continuación, mediante auto del 26 de Junio de 2009, la jueza de la instancia precedente, negó la concesión del recurso de alzada, en tanto que sustentó la negativa en que:
(…) estima el Despacho que no es procedente darle trámite al mismo, en virtud a que la providencia recurrida es de las llamadas de sustanciación o de trámite que no tienen recurso alguno de conformidad con lo dispuesto en el artículo 64 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social (…)
Tras la interposición del recurso de reposición contra la anterior decisión con resultados adversos al proponente, la juzgadora de primer grado accedió a la expedición de las copias, solicitadas en subsidio, las cuales fueron allegadas en su oportunidad a esta Colegiatura -fls. 24 a 27 Cdo. copias-
Para resolver SE CONSIDERA:

I- El problema jurídico a desatar responde en esta ocasión a si el auto por medio del cual la primera instancia niega el trámite de la solicitud de excusa por una de las partes y su apoderado por no haber asistido a la audiencia obligatoria de conciliación, decisión de excepciones previas, saneamiento y fijación del litigio –art. 77 C.P.L. y S.S., modificado por el canon 39 de la Ley 712 de 2001-, es susceptible o no del recurso de apelación.
Naturalmente, que la inquietud salta a propósito de la adopción del legislador procesal laboral del criterio taxativo o de especificidad en el otorgamiento del recurso de alzada, a partir de la reforma entronizada al procedimiento por la Ley 712 de 2001, art. 29, modificatorio del original precepto 65 de la obra adjetiva mencionada.
A tono con la nueva legislación sólo son recurribles en sede de apelación, aparte de la sentencia los autos allí expresamente señalados y “12. Los demás que señale la ley”.
II- Ab initio, es menester señalar que la mayoría de la Sala se aparte de la apreciación esgrimida por la funcionaria de la primera instancia, al estimar que lo decidido en desarrollo de la comentada audiencia obligatoria, constituya simple “sustanciación o de trámite” a voces del artículo 64 ibidem y en orden a pregonar como lo enuncia éste que: “Contra los autos de sustanciación no se admitirá recurso alguno (…)”.
Se olvida la funcionaria de la instancia precedente que en el curso de la comentada audiencia del 1º de Junio último, entre otras muchas cosas, declaró:
“Ante la inasistencia de la parte demandada se tendrán como ciertos los hechos 1º,2º,3º,4º,5º,6º y 7º de la demanda” –fl. 5 infra-. 

III- La magnitud de lo que en tan breves palabras significa para la parte incumplida, es de una gravedad inconmensurable que la juez no ponderó, como quiera que nada más ni nada menos representa de entrada a la otra, una ventaja probatoria que en situaciones normales no poseía, cual era tener por ciertos unos hechos y obligarla a desplegar una actividad “extra” en orden a desvirtuar la presunción de veracidad de unas afirmaciones contenidas en el libelo demandatorio, las cuales de suyo no entrañaban presunción alguna, dado que de haberse concebido así por el legislador, sería al amparo de la consagración de la desigualdad entre las partes en el proceso, principio contrario al erigido en el estatuto superior art. 13 C.N.

No por lo sucinta de la declaración es lo que la tornaba en de simple sustanciación o de trámite, para despojarla de los recursos como lo apreció la a-quo. Por el contrario, es por la gravedad de la misma en tanto que provisionalmente, le estaba asignando a un comportamiento negativo de una de las partes, un valor probatorio de inusitada importancia para la otra contendiente, cuestión que tocaba con un asunto de fondo  como resultado de una presunción que competía al afectado enervar posteriormente.
IV- Por otra parte, desligar de tales consecuencias la causa que la originó –inasistencia a la audiencia-, configura un dislate mayor, dado que ambas circunstancias van entrelazadas indisolublemente, al extremo que de habérsele dado la oportunidad a los incumplidos de justificar su conducta omisiva, las consecuencias inexorables y fatales no se hubieran producido tal como se determinaron en la diligencia censurada.
En orden a examinar, entonces, sí la decisión negativa a la excusa presentada por uno de los contendientes con posterioridad a la celebración de la audiencia obligatoria de conciliación, se encuentra o no revestida por la normativa vigente del recurso de apelación, es asunto que no debe estudiarse aisladamente de las demás disposiciones que en torno a la conciliación se han venido dictando en el ordenamiento jurídico nuestro a partir de la expedición del decreto 2282 de 1989 y la ley 23 de 1991.

V- En este marco de ideas se observa que la redacción del legislador laboral del 2001, al elaborar su artículo 39, en el siguiente párrafo:

“(…) Si antes de la hora señalada para la audiencia, alguna de las partes presenta prueba siquiera sumaria de una justa causa para no comparecer, el juez señalará nueva fecha para celebrarla, la cual será dentro de los cinco (5) días siguientes a la fecha inicial, sin que en ningún caso pueda haber otro aplazamiento (…)”.   

Tal redacción, se repite, es exactamente “igual” a la del numeral 1º del parágrafo 2º, del artículo 101 del Código de Procedimiento Civil. Sin que de tal texto único se desprenda la conclusión a la que arribó la funcionaria de primera instancia cuando aseveró:
“(…) cualquier excusa de inasistencia a la primera audiencia de trámite deberá presentarse antes de la realización de la mencionada audiencia, presentando prueba si quiera sumaria que justifique su no comparecencia (…)” -fl. 13-.

De su hermenéutica lógica y natural, se desprende que lo que la norma pretende es que si la excusa se presentó antes de la realización del acto, habrá lugar a señalar nueva fecha, “sin que en ningún caso pueda haber otro aplazamiento”. A contrario sensu, si la excusa se presentare con posterioridad a la realización de la comentada audiencia de conciliación las partes tomarán el proceso en el estado en que se encontrare, o como lo señala el diserto tratadista de la materia HERNÁN FABIO LÓPEZ BLANCO:

“(…) Es de resaltar que la excusa aceptada el único efecto que tiene es el no imponer sanciones, pero no tiene como fin que se repita la audiencia, pues quedó precluida la oportunidad para hacerla (…)”
. 
VI- El texto incorporado tanto en el Código de Procedimiento Civil como en su homólogo laboral de 2001, no tenía por objeto cerrar la posibilidad a que la parte que no asistiera a la conciliación presentara la excusa de manera sobreviniente al acto, y que en cambio, sólo lo podía realizar antes de que se iniciara la audiencia como lo pregonara la a-quo. Por consiguiente, si esa no fue la teleología de la norma ambas posibilidades son perfectamente viables, esto es, tanto la presentación de la excusa anterior como la coetánea o sobreviniente al acto. 
Y si algún vacío se advirtió en relación con esta última fueron precisamente, las normas que sobre conciliación se abrieron paso en la década del noventa del siglo anterior –Ley 23 de 1991, Decreto 2651 de 1991, Ley 446 de 1998 y Ley 640 de 2001-, las que despejaron dicho panorama legislativo.
VII- Naturalmente que el parágrafo único del artículo 103 de la Ley 446 de 1998 –Ley que de paso adoptó como permanentes algunos artículos del decreto 2651 de 1991-, es el que se ocupa de indicar, de manera completa, los eventos frente a los cuales es viable la exoneración de la sanción por la inasistencia a la audiencia. Sobre el particular, prosigue el tratadista LÓPEZ BLANCO:

“El hacerse remisión al artículo 101 se tiene que van a quedar cobijadas las excusas antecedentes que son la que allí se tipificaron, es decir, aquellos eventos en los cuales de antemano la respectiva persona presenta la solicitud de aplazamiento de la audiencia, que no otra cosa es lo que se persigue, con “prueba siquiera sumaria de la justa causa para no comparecer (parágrafo 2, numeral 1), con lo cual lo único que se establece es la ampliación de la posibilidad a las restantes audiencias de conciliación, tema que no va a presentar problema alguno (…). 
Como aspecto novedoso desde el punto de vista de su tratamiento legal, se regula lo atinente a la excusa sobreviniente, es decir, aquella respecto de la cual no se pudo dar oportuno aviso con anterioridad a la iniciación de la audiencia, la que no previó el art. 101 del C. de P. C. se determina que será dentro de los cinco días siguientes que se podrá presentar la excusa y que para ser aceptada deberá estar soportada probatoriamente con prueba siquiera sumaria, o sea que lleve cabal certeza sólo que aún no ha sido controvertida, que acredite caso fortuito o fuerza mayor para no haber asistido (…)”
.   
Otro connotado doctrinante Nacional y actual Magistrado de la Sala de Casación Civil- Agraria de la Corte Suprema de Justicia –EDGARDO VILLAMIL PORTILLA-, expone a su turno lo siguiente:

“(…) De todo este itinerario errático en materia de conciliación judicial, el pilar principal vuelve a ser el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil, norma esta adicionada en materia de sanciones por el artículo 103 de la Ley 446 de 1998, que para el efecto de las sanciones conserva vigencia. /No obstante, no todas las sanciones previstas en el agonizante artículo 103 de la Ley 446 de 1998 sobreviven, pues la Ley 794 de 2003 abolió la perención (…). En suma, del artículo 103 de la Ley 446 de 1998 solamente subsisten los numerales 4 y 5 y el parágrafo sobre justificaciones, que fue corroborado por el artículo 45 de la Ley 640 de 2001”
.
VIII- Por otro lado, el aspecto a considerar en esta oportunidad no radica en las sanciones consagradas en estas últimas leyes y su aplicación al derecho laboral en virtud de las previsiones del artículo 145 del C.P.L.S.S., habida cuenta de que tales sanciones están previstas de manera expresa en esta codificación, lo que excluye de suyo la integración normativa con las primeras. Lo relevante a estimar radica en lo tempestivo que resulta su justificación por la no asistencia luego de celebrada la conciliación, a propósito de que el citado artículo 103 de la Ley 446 de 1988 y 45 de la Ley 640 de 2001, admite:

“2. La fuerza mayor y el caso fortuito, que deberán acreditarse al menos sumariamente dentro de los cinco (5) días siguientes./ El auto que resuelve sobre la solicitud de justificación o que imponga una sanción, es apelable en el efecto diferido.” 
Para la Sala mayoritaria no le queda, entonces, margen de hesitación alguna acerca de que el precepto 77 del estatuto procesal laboral y de la seguridad social, no excluye la posibilidad de que la justificación por la no asistencia a dicha audiencia de conciliación se pueda aducir con posterioridad al acto, por haber acaecido la causal de manera coetánea o sobreviniente a la conciliación, ya que, se itera, si la solicitud se realiza antes, el juez señalará nueva fecha para la celebración de la audiencia, y a contrario sensu si la excusa se realiza posteriormente, la solicitud sólo producirá el efecto de no imponer sanciones, pero no tiene como fin que se repita la audiencia.
IX- De otra parte, como la norma del estatuto procesal laboral no reglamentó el punto atinente al plazo para la justificación de la inasistencia, como tampoco lo hizo el artículo 101 del estatuto procesal civil, imperioso resulta acudir al numeral 2º del parágrafo del artículo 103 de la Ley 446 de 1998, modificatorio de aquel –art. 101-, al que parece haberse acogido la parte demandada en su escrito del 4 de Junio del presente año –fl. 8-.
Por recta vía vale, también, predicar que por el mismo expediente de la integración normativa autorizada por el artículo 145 de la codificación procesal laboral y de la seguridad social, son de recibo en este evento las voces finales del citado artículo 103 de la Ley 446 de 1998, al disponer:
“El auto que resuelve sobre la solicitud de justificación o que imponga una sanción, es apelable en el efecto diferido”.

X- El aserto precedente cobra mayor relevancia si se repara que a tono con el artículo 65 del Código de Enjuiciamiento del Trabajo y de la seguridad social, no obstante haber sometido las causales de apelación a los principios de la taxatividad y especificidad, mandó en su último ordinal que serían susceptible del mismo: 

“12. Los demás que señale la ley”.
Sin que la expresión: “que señale la ley”, se limite exclusivamente al cuerpo normativo del trabajo y de la seguridad social, ya que la expresión es comprensiva de todo el ordenamiento jurídico que por vía directa o por integración normativa incumba aplicar en esta materia.
En cambio, perspectiva diferente ofrece el precepto 351-10 del estatuto procesal civil al limitar, entre otros casos, la posibilidad de la apelación a:
“10. Los demás expresamente señalados en este Código”.

XI- Concluyese, entonces, que estuvo mal denegado el recurso de apelación interpuesto contra la decisión de no haberse acogido la excusa por la inasistencia a la audiencia obligatoria de conciliación, decisión de excepciones previas, medidas de saneamiento y fijación del litigio.
Se concederá, por tanto, el recurso de alzada en el efecto diferido, se comunicará esta decisión al juzgado cuarto laboral del circuito de Pereira, Risaralda, sin que se precise el envío de otras copias, por economía procesal, esto sin perjuicio de lo que estime pertinente el Magistrado sustanciador al que le corresponda el conocimiento del asunto en orden a resolver el recurso.
DECISÓN:
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira

RESUELVE:

Estimar mal denegado el recurso de Apelación interpuesto por la parte demanda, en contra de la decisión de la señora juez Cuarta laboral del Circuito de Pereira, Risaralda, por la cual desestimó la excusa presentada tanto por la representante como por su apoderado, por la inasistencia a la audiencia obligatoria de conciliación, decisión de excepciones previas y fijación del litigio. En consecuencia:
CONCEDE el recurso de apelación en el efecto diferido y comunica la determinación al juzgado cuarto laboral del circuito de la ciudad, sin que se precise el envío de nuevas copias. 
Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN       HERNÁN MEJÍA URIBE

                                                                      Salva Voto                                                                 
LINA MARIA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria
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